







Mientras que este número de RMF va a 
la imprenta, la respuesta humanitaria a 
los efectos del terremoto que se produjo 
en Haití el 12 de enero de 2010 todavía 
se está preparando. Incluso en esta 
fase tan temprana la discusión se está 
centrando en qué va a ocurrir después, 
y se está haciendo tanto énfasis en la 
recuperación a largo plazo como en el 
auxilio. Comparado con cómo habría 
sido si esto hubiese ocurrido hace diez o 
quince años, parece que hemos aprendido 
que cada etapa o fase de la respuesta no es 
independiente de las demás, sino que se 
superponen y afectan las unas a las otras. 
Hoy en día existe un mayor conocimiento 
y aceptación de los criterios, normas, 
principios y directrices que se han ido 
desarrollando de manera laboriosa y 
diligente, negociada y acordada para 
mejorar la calidad y la responsabilidad. 
Habrá algunos que no se comporten 
– por ignorancia o intencionadamente 
– de acuerdo con estos criterios, 
correspondiendo a los responsables 
de coordinar y perfilar los esfuerzos 
globales el asegurarse de que éstos se 
siguen y se utilizan para dirigir las 
tareas de respuesta y recuperación. 
Los desplazados en Haití
El desplazamiento de personas es 
una de las repercusiones más graves 
del terremoto. La estimación del 
número de desplazados es de 467.000 
según el Gobierno y 1,2 millones 
según la OCHA. Los planos de los 
asentamientos espontáneos en Puerto 
Príncipe y en sus alrededores ya 
muestran cientos de lugares en los 
que las personas se están alojando. 
Haití es un país, en gran medida, 
urbanizado y la presión sobre su 
economía agraria había obligado 
a decenas de miles de pequeños 
agricultores a trasladarse a barriadas 
hacinadas en zonas urbanas. Aunque no 
se dispone de estadísticas fiables, cientos 
de miles de habitantes de Puerto Príncipe 
han ocupado viviendas informales 
defectuosas de manera urgente, a 
menudo precariamente ubicadas al lado 
de barrancos deforestados. No sólo se 
han convertido en víctimas del desastre 
natural, sino que también contaron con 
escasos derechos y pocas infraestructuras 
con que empezar a crear una respuesta.
Existen principios reconocidos que se 
aplican específicamente a situaciones de 
desplazamiento y son los que deberían 
seguirse. También existen muchos 
estándares que pueden aplicarse a las 
necesidades de protección y asistencia 
de los desplazados. Por ejemplo, las 
Directrices Operacionales y Manual de 
Campo sobre Protección de los Derechos 
Humanos en Situaciones de Desastres 
Naturales1 son relevantes, pero no se 
limitan a los desplazados. A diferencia 
de lo que ocurre con otros estándares, 
obviamente relevantes pero más técnicos, 
estas directrices subrayan que no se trata 
simplemente de una cuestión de instalar 
servicios como agua y saneamiento, 
sanidad y refugio, sino de integrar una 
visión protectora en la respuesta ante 
Tanto las decisiones que se toman en un principio como los esfuerzos de 
rehabilitación y reconstrucción posteriores al desastre deben ajustarse a 
los estándares y principios internacionales. 
Criterios para dar forma a la 
respuesta y recuperación de Haití   
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Haitianos tomando un camión en Puerto Príncipe, algunos de las decenas de miles de 




















los desastres. Ésta fue la gran lección del 
tsunami del Océano Índico y conllevó un 
compromiso adoptado desde entonces 
por las agencias internacionales y las 
ONG. Por eso debe continuarse en Haití. 
Es importante darse cuenta de que 
aquellos que han perdido sus hogares 
no necesariamente son desplazados y 
podrían no desear trasladarse a otro lugar 
a pesar de las presiones. No cabe duda 
de que a las personas cuyos hogares han 
sido destruidos o han sufrido graves 
desperfectos a causa del terremoto 
les moverán y empujarán diferentes 
motivaciones y deseos al decidir si se 
quedan cerca o en el mismo lugar que 
fue su hogar y en su comunidad, o bien 
se trasladan a campos donde dispondrán 
de refugio temporal y otras formas de 
asistencia. Que tengan elección es un 
principio del derecho internacional que 
se debe mantener y que debería estar por 
encima de cualquier preocupación sobre 
su conveniencia por parte de las agencias 
humanitarias. El sistema humanitario 
siempre ha tenido dificultades para 
proporcionar asistencia a sus beneficiarios 
cuando éstos se encuentran dispersos y 
ésta es una de las razones por las que las 
agencias suelen preferir la opción de los 
campos de refugiados y desplazados.2 
Dado el número de personas que 
abandonaron la ciudad - de 300.000 
a 400.000 personas por medio del 
transporte proporcionado por el 
Gobierno y un número desconocido 
por sus propios medios, la mayoría de 
ellas para quedarse con sus familiares 
y amigos en otro lugar-  está claro que 
las familias de acogida van a necesitar 
ayuda para proporcionarles un techo y 
sustento. Para estas personas, el reto es 
asegurarles un modo para rehacer sus 
vidas en una situación de desplazamiento. 
A otros se les está trasladando a los 
llamados “asentamientos organizados” 
diseñados, según parece, basándose en 
los campos de refugiados tradicionales 
en los que la ayuda puede coordinarse 
y entregarse con mayor facilidad. Puede 
que éste no sea el mejor principio para 
responder en este momento si se va a 
llevar a cabo tareas de recuperación y 
reconstrucción con la participación de 
la población afectada y siguiendo los 
deseos de ésta, aunque si va a haber 
campos, no debería permitirse que 
lleguen a ser permanentes. En Pakistán 
tras el terremoto de octubre de 2005, 
ofrecer a las familias ayudas económicas 
en efectivo tuvo un rápido efecto en la 
reconstrucción. La lección parece ser que 
los mejores resultados 
se consiguen cuando se 
involucra el concepto 
de propiedad a un 
nivel más adecuado; 
cuando son las familias 
en vez de las agencias 
quienes se ocupan de 
construir casas, esto 
ocurre más rápido. 
Sin embargo, el Estado 
puede tener una 
justificación para el 
traslado a campamentos. 
Por ejemplo, podría 
considerar un error el 
dejar a sus ciudadanos 
en una ciudad en 
ruinas donde no puede proporcionarles 
servicios, mientras que sí tendría 
capacidad para hacerlo en otras zonas. Ya 
se ha animado a la gente a que se traslade 
a las zonas rurales mediante la oferta 
del Gobierno de transporte gratuito.
El alcance y el modelo de la 
reconstrucción deben considerarse 
seriamente. Puerto Príncipe no 
dispone de una infraestructura que 
le permita mantener en condiciones a 
la población que residía allí antes del 
terremoto, por lo que sería positivo 
iniciar una descentralización del 
país y, de hecho, esta medida ya ha 
sido propuesta por el Gobierno.
La prioridad será gestionar tanto la 
reconstrucción como la descentralización, 
si se lleva a cabo, de un modo que 
garantice el respeto de los derechos. En 
este contexto, el derecho a la propiedad 
es uno de los más relevantes, pero 
también de los más vulnerables. 
La responsabilidad del Estado
Resulta común entre la mayoría de 
los criterios y principios la idea de la 
participación local y la colaboración en 
la respuesta de emergencia, así como 
en los procesos de recuperación y 
reconstrucción. No siempre está claro si 
esto implica la participación por parte de 
los afectados y sus representantes o de las 
autoridades estatales, pero generalmente 
conlleva la de ambos. En los Principios 
Rectores de los Desplazamientos Internos, 
así como en los derechos humanos y el 
derecho internacional humanitario de 
manera más general, el principio básico 
subyacente es que la responsabilidad 
recaerá en el Estado cuyos ciudadanos se 
encuentren (internamente) desplazados.3 
Así pues, sería incorrecto que los 
Gobiernos y agencias no trabajasen con 
sistemas que permitan al gobierno de 
Haití asumir esa responsabilidad. 
A pesar de los grandes daños producidos 
por el terremoto a los habitantes y en las 
infraestructuras de la capital de Haití, 
estos datos podrían no ser totalmente 
realistas. Antes del terremoto, el 
gobierno haitiano no reunía muchas 
de las características de un gobierno 
responsable y capaz, hasta el punto de 
que muchos haitianos no lo llamaban 
“Estado fallido” sino “Estado fantasma”. 
Por eso, el problema es múltiple: cómo 
trabajar con un Gobierno que no goza 
necesariamente de la confianza de los 
demás y con su profundamente dañada 
infraestructura. Si el objetivo es una 
vez más “reconstruir mejor”, el eslogan 
adoptado tras el tsunami del Índico, será 
imprescindible la implicación del Estado. 
Un análisis detallado del papel del Estado 
afectado en las operaciones de respuesta 
al desastre da lugar a preguntas más 
complejas sobre los principios y prácticas, 
tanto en la idea de que el Estado sea 
responsable ante sus ciudadanos, como de 
que los actores humanitarios lo sean ante 
el Estado afectado. La oportunidad de 
crear un Estado efectivo en Haití será aún 
más escasa de lo que podría ser si los que 
responden ante el terremoto dejan de lado 
el potencial papel (y primario) del Estado.
El Primer Ministro haitiano, Jean-Max 
Bellerive, a su regreso de una reunión de 
donantes en Montreal en enero, declaraba 
que no todo el dinero que llegase a 
Haití tendría que pasar por manos del 
Gobierno, pero que los líderes del país 
podrían opinar sobre cómo iba a usarse. 
Esta razonable expectativa debería unirse 
al cumplimiento por parte del Gobierno 
de sus responsabilidades para con los 
desplazados. En los Principios Rectores 
de los Desplazamientos Internos4 se 
Un campamento para familias sin hogar levantado en 




















encuentran disponibles directrices para 
semejante implementación nacional, así 
como en Afrontar el desplazamiento interno: 
un marco de responsabilidad nacional5 
se proporciona orientación sobre la 
manera de poner en práctica la soberanía 
entendida como responsabilidad, 
incluyendo medidas que pueden tomarse 
en medio del caos de una situación de 
emergencia y en la fase de recuperación 
inmediata. También está disponible, 
aunque tal vez sea más realista para 
la siguiente fase, el documento La 
protección de los desplazados internos: 
manual para legisladores y políticos.6 
Tras el terremoto de 2005 en Pakistán, 
el Gobierno tomó el control y dispuso 
de un fuerte ejército que ayudó a nivel 
logístico, así como con apoyos de otro 
tipo.7 En el caso de Haití, esta asistencia 
proviene del exterior. Además de los 
centenares de organismos de ayuda 
internacional, muchos gobiernos han 
enviado ayuda, en muchos casos militar. 
Dejando a un lado los riesgos políticos 
que esto conlleva, a los gobiernos y a 
sus fuerzas militares también se les 
está poniendo a prueba en cuanto a su 
competencia en cuestiones humanitarias. 
¿Su comportamiento estará acorde con 
las prácticas humanitarias civiles? ¿Y 
con cuánta corrección se cumplirán 
los compromisos de sus respectivos 
países con los Principios Rectores, 
principalmente, y otros estándares 
reconocidos internacionalmente?
Mejora de la práctica
Existe la oportunidad en Haití en 
2010 de aplicar muchas de las pautas 
aprendidas tras el tsunami del Índico de 
2004. La creciente 
profesionalización 
de los sistemas de 
ayuda humanitaria 
en los últimos años 
parece haber incluido 
un reconocimiento 
de que hay lecciones 
por aprender. La 
vieja queja de que no 
sólo había lecciones 
no aprendidas, 
sino de que no 
existía una cultura 
institucionalizada 
de aprendizaje y 
pocos procesos para 
ello, posiblemente 
sea ahora menos 
cierta. Puede ser 
esperanzador que 
las pautas recogidas 
por ALNAP sobre 
cómo responder ante terremotos, 
tuvieran más de 3.400 descargas en las 
dos semanas que siguieron al terremoto 
de Haití.8 No deberíamos olvidar, sin 
embargo, que las agencias profesionales 
que saben evaluar las enseñanzas de 
las experiencias previas son sólo una 
parte del total de agencias implicadas 
en la respuesta tras el terremoto. 
Al final es una oportunidad para hacer 
un poco de defensa de los derechos, 
de concienciar sobre ellos y sobre lo 
que el Estado debería proporcionar, 
cuál debería ser su papel y cómo 
debería desempeñarlo. El futuro de 
Haití estará más asegurado si las 
autoridades de este país y la comunidad 
internacional – incluido el ejército – se 
cercioran de que todas las actividades 
de respuesta cumplen con los criterios y 
aspiraciones recogidos en los Principios 
Rectores, las guías asociadas a ellos y 
muchos otros criterios y directrices. 
Los implicados en la rehabilitación 
deben escuchar a los haitianos cuando 
determinen sus necesidades9 y se les 
debería dar opción y libertad para 
solventarlas. Con tan pocas expectativas 
sobre el Estado, los haitianos siempre han 
tenido que hacerlo todo ellos mismos, y 
por ello la sociedad ha sido fuerte. Las 
organizaciones civiles han recibido sin 
duda el duro golpe del terremoto, pero 
todavía pueden jugar un papel importante 
en la recuperación y la rehabilitación 
y no se les debería dejar de lado. 
Conclusión
Es relativamente fácil hablar de derechos 
y de su valor e importancia pero hasta 
los que llevan décadas establecidos 
-como los de los refugiados al amparo 
de la Convención de 1951- pueden ser 
difíciles de aplicar aun cuando exista la 
voluntad de todas las partes implicadas. 
El de Haití debería verse como un 
caso que sienta precedente a la hora 
de aplicar los Principios Rectores. Por 
supuesto, ni el sistema humanitario, ni 
la más amplia comunidad internacional, 
deben experimentar con la población 
haitiana; sin embargo, se debería 
examinar su comportamiento a la 
hora de aplicar o no los Principios 
Rectores y otros criterios. Habrá más 
lecciones que aprender y más material 
para desarrollar teorías, estudios y 
políticas que beneficien a los futuros 
afectados por desastres naturales. 
Los principios y criterios acordados 
fueron diseñados precisamente 
para este tipo de situaciones.
Maurice Herson (maurice.herson@
qeh.ox.ac.uk) es coeditor de la Revista 
Migraciones Forzadas, y ha trabajado para 
ALNAP y Oxfam GB. 
Normalmente los editores de RMF reservan 
sus opiniones para su editorial (pág. 
2). Sin embargo, deseábamos incluir 
un artículo sobre el terremoto de Haití, 
que se produjo mientras preparábamos 
este número. Conscientes de que los 
más capacitados para escribir sobre ello 
estaban demasiado ocupados trabajando 
en las operaciones de respuesta, nosotros 
mismos preparamos este artículo con el 
asesoramiento de algunos compañeros.
1. Operational Guidelines and Field Manual on Human 
Rights Protection in Situations of Natural Disaster. 
Disponible en: http://tinyurl.com/OpGuidelines
2. Otros artículos de este número de RMF examinan 
algunos de los problemas de asistir y proteger a los 
desplazados que se encuentran en entornos dispersos 
como ciudades y pueblos. 
3. El Principio 25 establece que “La obligación y 
responsabilidad primarias de proporcionar asistencia 
humanitaria a los desplazados internos corresponde a 
las autoridades nacionales”.
4. http://www.brookings.edu/projects/idp/gp_page.aspx
5. Addressing Internal Displacement: A Framework for 
National Responsibility  http://www.brookings.edu/fp/
projects/idp/20050401_nrframework.pdf
6. Protecting Internally Displaced Persons: A Manual for 
Law and Policymakers  http://tinyurl.com/IDP-Law-Policy
7. Si desea conocer más reflexiones acerca de los 
papeles del ejército, el Gobierno y las agencias tras el 
terremoto, vea el artículo de John Cosgrave y Maurice 
Herson, en el séptimo Informe de la Acción Humanitaria 
de ALNAP (2008) http://www.alnap.org/pool/files/7rha-
KMS_Spanish.pdf 
8. “Respuesta a los terremotos: aprender de las 
operaciones de socorro y de recuperación durante los 
terremotos” (‘Responding to earthquakes: Learning 
from earthquake relief and recovery operations’), Red 
para un aprendizaje activo sobre rendición de cuentas 
y resultados de la Acción Humanitaria (ALNAP) http://
tinyurl.com/Earthquake-lessons 
9. El principio rector 28 expone:  “Se harán esfuerzos 
especiales por asegurar la plena participación de los 
desplazados internos en la planificación y gestión de su 
regreso o de su reasentamiento y reintegración”
Familias construyendo nuevos refugios temporales en un campamento 
para familias sin hogar en el barrio de Bel Air de Puerto Príncipe.
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